
Expte.  

Ilmo. Sr. ALCALDE-PRESIDENTE
AYUNTAMIENTO DE HUESCA
Plaza de la Catedral, 1
22002 HUESCA

28 de mayo de 2010

I.- ANTECEDENTES

Primero.- Con fecha 17 de junio de 2009 tuvo entrada en esta Institución un

escrito  de  queja  que  quedó  registrado con  el  número  de  expediente  arriba

expresado,  y  en  el  que  se  hacía  referencia  al  cese  de  determinados

miembros  del  Cuerpo de  la  Policía Local  del  Ayuntamiento  de  Huesca que

prestaban sus funciones como Policías de Protección de Autoridades.

Igualmente, se aludía a varios escritos presentados por el funcionario

X  denunciando  determinados  hechos,  escritos  que  no  habían  recibido

contestación por parte del Consistorio.

Segundo.- Examinado  el  escrito  de  queja,  y  al  amparo  de  las  facultades

conferidas por el artículo 2.3 de la Ley 4/1985, de 27 de Junio, que autoriza

al Justicia de Aragón para dirigirse en solicitud de información a cualesquiera

órganos  administrativos  con  sede  en  el  territorio  de  la  Comunidad

Autónoma, resolví dirigirme a usted para solicitar información al respecto.

Tercero.- La  solicitud  de  información  fue  reiterada en  tres  ocasiones  más,

sin  que  a día  de  hoy el  Ayuntamiento  de  Huesca  haya  atendido  a  nuestra

solicitud.
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II.- CONSIDERACIONES JURÍDICAS

Primera.- El  artículo  19  de  la  Ley  4/1985,  de  27  de  junio,  reguladora  del

Justicia  de  Aragón,  obliga  a  todos  los  poderes  públicos  y  entidades

afectados  por  la  misma  a  auxiliar  al  Justicia  en  sus  investigaciones.  El

Ayuntamiento de Huesca ha incumplido dicho mandato al dejar de atender la

solicitud de  información realizada por nuestra Institución  y reiterada en  tres

ocasiones.

Segunda.- No obstante,  considerando los datos obrantes en poder  de esta

Institución  entendemos  que  podemos  entrar  a  pronunciarnos  sobre

determinados aspectos concurrentes en el supuesto planteado.

En  concreto,  y  tal  y  como  se  ha  señalado,  durante  los  meses  de

mayo y junio  de  2009 X, Funcionario  perteneciente  al  Cuerpo de  la  Policía

local del Ayuntamiento de Huesca, presentó diferentes instancias dirigidas al

Alcalde-presidente  de  esa  Corporación  en  los  que  denunciaba  diferentes

circunstancias  que  afectaban  al  desempeño  de  sus  funciones.  Por  lo  que

consta  a  esta  Institución,  dichas  instancias  no  han  recibido  contestación

expresa por parte de la Administración.

Al respecto, el artículo 42 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de

Régimen  Jurídico  de  las  Administraciones  Públicas  y  del  Procedimiento

Administrativo Común establece la obligación de la Administración de dictar

resolución  expresa en  todos  los  procedimientos,  y  de  notificarla  cualquiera

que  sea  su  forma  de  iniciación.  El  plazo  máximo  para  notificar  dicha

resolución expresa será el fijado por la norma reguladora del correspondiente

procedimiento; y no podrá exceder de seis meses salvo que una norma con

rango de ley diga lo contrario.  Si dichas normas no fijan ningún plazo,  éste

será  de  tres  meses.  Asimismo,  toda  resolución  que  ponga  fin  a  un

procedimiento,  a  tenor  del  apartado  1  del  artículo  89  de  la  citada  Ley,
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“decidirá todas las cuestiones planteadas por los interesados y aquellas otras

derivadas del mismo”. En ningún caso, puede la Administración  abstenerse

de resolver so pretexto de silencio, oscuridad o insuficiencia de los preceptos

legales  aplicables  al  caso,  aunque  podrá  resolver  la  inadmisión  de  las

solicitudes de reconocimiento de derechos no previstos en el Ordenamiento

Jurídico  o  manifiestamente  carentes  de  fundamento,  sin  perjuicio  del

derecho de petición previsto por el artículo 29 de la Constitución.

A  su  vez,  el  artículo  153.1  j)  de  la  Ley  7/1999,  de  9  de  abril,  de

Administración  Local  de  Aragón,  indica  que  “todos  los  ciudadanos,  en  su

relación con las Corporaciones locales, tendrán derecho a obtener resolución

expresa de cuantas solicitudes formulen en materias de competencia de las

entidades locales, o a que se les comunique, en su caso, los motivos para no

hacerlo.”

En esta línea,  el  Tribunal  Supremo  se ha  manifestado  en  reiterada

jurisprudencia, defendiendo la obligación de los órganos administrativos, sin

excepción alguna, de dictar resolución expresa aceptando o rechazando las

peticiones  formuladas  por los  administrados  (Sentencia  de  8 de  febrero  de

2006;  Sentencia  2005/1994,  de  8  de  noviembre  de  2005;  Sentencia

2005/7359, de 21 de octubre de 2005; etc.).

Es clara, por consiguiente, la obligación del Ayuntamiento de Huesca

de  resolver  de  forma  expresa  y  notificar  dentro  de  plazo  al  interesado  lo

acordado en relación con la solicitud presentada en su día por éste.

Tercera.-  Respecto al  resto  de  asuntos  planteados  por el  ciudadano en  su

escrito de queja, -esto es, la eventual irregularidad del cese de determinados

miembros  del  Cuerpo de  la  Policía Local  del  Ayuntamiento  de  Huesca que

prestaban  sus  servicios  como  Policías  de  protección  de  Autoridades

atendiendo  a  las  causas  y  circunstancias  en  que  aquéllos  se  produjeron-,
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lamentablemente  la  falta  de  colaboración  de  la  Administración  impide  que

esta Institución se pronuncie de modo concreto.

Por todo lo anteriormente expuesto, y en virtud de las facultades que

me  confiere  la  Ley  4/1985,  de  27  de  junio,  Reguladora  del  Justicia  de

Aragón, considero conveniente formular las siguientes Resoluciones:

III.- RESOLUCIÓN

Recordar al Ayuntamiento de Huesca  la obligación que le impone el

artículo  19  de  la  Ley  4/1985,  de  27  de  junio,  reguladora  del  Justicia  de

Aragón, de auxiliar a esta Institución en sus investigaciones.

Sugerir al Ayuntamiento de Huesca que resuelva de forma expresa y

notifique  en  plazo  las  decisiones  adoptadas  respecto  a  las  solicitudes

planteadas por los funcionarios a su servicio.
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